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I.- Introducción
En este trabajo -muy modesto por cierto-  intentaré abordar  lo relativo  al tema: “La legitimación procesal del “amicus curiae” en el proceso penal”, temática cuya exposición  me fuera asignada por la Organización del “XII Congreso Nacional de Derecho Procesal Garantista”  a realizase en la Ciudad de Azul, Provincia de Buenos Aires en el mes Octubre del corriente año. 

El referido abordaje implica determinar los alcances de la referida legitimación, para lo cual necesariamente se impone analizar los contornos y características de la  pretendida figura procesal, como así también un rápido recorrido sobre su origen, su operatividad en el derecho comparado, su incorporación al derecho positivo argentino, las objeciones a la misma, y por último, si con ella se ha logrado el objetivo medular  de su admisión, esto es: la participación ciudadana en la administración de justicia. 

II.- La figura del amicus curiae  
La definición del instituto, según Manuel González Castro
, admite por los menos dos criterios, una de carácter subjetivo, teniendo en cuenta el sujeto procesal, y la otra objetiva, que refiere a la presentación formal practicada por un tercero al que se denomina amigo del tribunal. 

En tal perspectiva, desde una visión subjetiva, amicus curiae son aquellos sujetos que acercan al tribunal al momento de decidir determinadas consideraciones, informaciones o argumentación, tendientes a ilustrarlos sobre la cuestión a resolver direccionando la misma en un sentido determinado; mientras que en el plano objetivo se sostiene que “los amicus curiae son presentaciones que pueden realizar terceros  ajenos a una disputa judicial, pero con un interés justificado en la resolución final del litigio, a fin de expresar sus opiniones a través de aportes intelectuales en relación a la materia que se debate y que pueden ser de trascendencia en la sustanciación del proceso judicial “
 

Precisa el autor citado, los tres elementos que exhibe el instituto, a saber: la calidad de tercero del amicus curiae, la calidad de interés social de la causa a decidir y la noción de participación ciudadana en el ámbito jurisdiccional

III.- Origen y antecedentes 
Hurgando sobre el origen y antecedentes del amicus curiae, la mayoría de los autores lo ubican en la antigua Roma, su paso posterior a la práctica judicial de Inglaterra, para extenderse luego a los diversos países de tradición anglosajona, constituyéndose en una figura clásica del Common Law para resolver causas de interés público o de trascendencia social importante. 

Con posterioridad y más allá del Derecho anglosajón, tuvo una importante acogida en los órganos internacionales de protección de los derechos humanos, comisiones, convenciones y  tribunales internacionales.

Todo parece indicar, según relata Eduardo Jiménez
, que la historia del instituto comienza con el “judex” romano, quién podía convocar a un abogado del foro, con el objeto de recibir su colaboración técnica o consejo. Con posterioridad el derecho inglés al admitir la figura, lo regula como la actuación de un extraño a fin de producir peticiones en un juicio como “amigo del tribunal”. Por ultimo el derecho norteamericano lo consagra definitivamente como un sujeto extraño al proceso para formular peticiones en calidad de “amicus curiae”, cuya evolución posterior lo define como el asistente oficioso, quién con objeto de ayudar al tribunal, le suministra información sobre alguna materia jurídica. 
V.- El sistema Interamericano
El Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
, hace referencia al “amicus curiae”  haciendo una definición del mismo y regulando expresamente  las formalidades y los plazos de la presentación, en los siguientes términos: “Definiciones. 3. La Expresión “amicus curiae” significa la persona o institución ajena al litigio y al proceso que presenta a la Corte razonamientos en torno a los hechos contenidos en el sometimiento del caso o formula consideraciones jurídicas sobre la materia del proceso, a través de un documento o de un alegato en la audiencia” (art. 2.3);  Planteamiento de amicus curiae. 1. El escrito de quien desea actuar como amicus curiae podrá ser presentado al Tribunal, junto con sus anexos, a través de cualquiera de los medios establecidos en el art. 28.1 del presente Reglamento, en el idioma de trabajo del caso, y con el nombre del autor o autores y la firma de todos ellos. 2. En caso de presentación del escrito del amicus curiae por medios electrónicos que no contengan la firma de quien lo suscribe, o en caso de escritos cuyos anexos no fueron acompañados, los originales y la documentación respectiva deberán ser recibidos en el Tribunal en un plazo de 7 días contados a partir de dicha presentación. Si el escrito  es presentado fuera de ese plazo o sin la documentación indicada, será archivado sin más tramitación. 3. En los casos contenciosos se podrá presentar un escrito en calidad de amicus curiae en cualquier momento del proceso pero no más allá de los 15 días posteriores a la celebración de la audiencia pública. En los casos en que no se celebra audiencia pública, deberán ser remitidos dentro de los 15 días posteriores a la resolución correspondiente en la que se otorga plazo para la remisión de alegatos finales. El escrito del amicus curiae, junto con sus anexos, se pondrá de inmediato en conocimiento de las partes para su información, previa consulta con la Presidencia. 4. En los procedimientos de supervisión de cumplimiento de sentencia y de medidas cautelares, podrán presentarse escritos del amicus curiae. (Art. 44)   

VI.- Antecedentes Legislativos 
1.- Inmunidad Jurisdiccional de los Estados Extranjeros   
La ley 24.488, promulgada en 1995,  que regula la Inmunidad Jurisdiccional de los Estados Extranjeros ante los Tribunales argentinos, establece lo siguiente: “En el caso de una demanda contra un Estado extranjero, el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto podrá expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el tribunal interviniente, en su carácter amigo del tribunal”
La referida norma constituye el primer antecedente legislativo que autoriza la intervención del amicus curiae, a los fines de expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el tribunal interviniente en la demanda contra un estado extranjero (art. 7). 
2.- Ley de Procedimiento ante el STJ de la Ciudad de Buenos Aires 
La Ley Nº 402 de Procedimiento ante el Superior Tribunal de la de la Ciudad de Buenos Aires, de fecha 08/06/2000, en la acción abstracta de inconstitucionalidad, establece lo siguiente: “Cualquier persona, puede presentarse en el proceso en calidad de asistente oficioso, hasta diez (10) días antes de la fecha de celebración de la audiencia. En la presentación deberá constituir domicilio en la jurisdicción. Su participación se limita a expresar una opinión fundamentada sobre el tema en debate. El/la juez/a de trámite agrega la presentación del asistente oficioso al expediente y queda a disposición de quienes participen en la audiencia. El asistente oficioso no reviste calidad de parte ni puede asumir ninguno de los derechos procesales que corresponden a éstas. Las opiniones o sugerencias del asistente oficioso tienen por objeto ilustrar al tribunal y no tienen ningún efecto vinculante con relación a éste. Su actuación no devengará honorarios judiciales. Todas las resoluciones del tribunal son irrecurribles para el asistente oficioso. Agregada la presentación, el Tribunal Superior, si lo considera pertinente, puede citar al asistente oficioso a fin de que exponga su opinión en el acto de la audiencia, en forma previa a los alegatos de las partes”  (art. 22) 
3.- Ley de Procuración Penitenciaria del Poder Legislativo

La Ley  25.875, sancionada el 17/12/2003, y promulgada de hecho el 20/02/2004, ordena la creación de la Procuración Penitenciaria en el ámbito del Poder Legislativo, con el objetivo de proteger los derechos humanos de las personas privadas de su libertad por cualquier motivo en jurisdicción federal. 
La referida ley, entre las facultades otorgadas al Procurador Penitenciario y al Adjunto,  se encuentra  la de  “formular denuncia penal, o querella a su criterio, cuando tenga conocimiento de un acto, hecho u omisión presumiblemente delictivo de acción pública, y efectuar denuncias administrativas en todos los casos en que considere configurada una falta administrativa,  y poner en conocimiento de lo actuado, a los jueces a cuya disposición se encontrara el interno, respecto del cual se iniciara una actuación, pudiendo, a su vez, expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el magistrado interviniente, en carácter de "amigo del tribunal" -Art. 18, inc. d)  y e)-
VI.- La Regulación de la Corte Suprema  
La Corte Nacional  por Acordada Nº 28/2004, de fecha 14 de julio de 2004, autoriza la intervención de Amigos del Tribunal en todos los procesos judiciales correspondiente a la competencia originaria o apelada en los que se debatan cuestiones de trascendencias colectiva. 

En los considerandos,  destaca el tribunal como objetivo medular del instituto, el de permitir la participación ciudadana en la administración de justicia, en las causas en trámite ante sus estrados y en las que se ventilen asuntos de trascendencia institucional o que resulten de interés público. 

En tal supuesto se autoriza la intervención como Amigos del Tribunal a terceros ajenos a las partes, que cuenten con la reconocida competencia sobre la cuestión debatida y que demuestren un interés inequívoco en la resolución final del caso, a fin de que ofrezcan argumentos de trascendencias para la decisión del asunto. 

Señala también que se pretende resguardar el más amplio debate  como garantía esencial del sistema republicano, en las controversias que genere un interés que trascienda al de las partes y se proyecte a la comunidad o ciertos sectores o grupos de ella, en función del objetivo de justicia que pregona el preámbulo de la Constitución Nacional, entendido como valor no sólo individual sino también colectivo. 

A la hora del encuadramiento jurídico, la Corte invoca el art. 33 de la Constitución Nacional,  que a su juicio inspiran la referida participación, mediante dos coordenadas: la soberanía del pueblo y la forma republicana de gobierno, además de citar el Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Convención americana. 

En cuanto a las facultades de la Corte para introducir la vigencia del mencionado instituto, invoca el art. 18 de la ley  48/ 1863; el articulo 10 de la ley  4055/ 1902;  la ley 25.488 de reforma al Código Procesal Civil;  y leyes  24.488 y 25.875.

1.- La disidencia – Temprano rechazo  
La reacción al instituto no se hizo esperar, fue inmediata y desde el propio seno del tribunal, pues la acordada fue dictada por mayoría, con la disidencia de los Dres. Belluscio, Vázquez y  Fayt, quienes expresaron en sus votos coincidentes que la Corte carece de atribuciones para regular la intervención procesal del Amigo del Tribunal.
En tal sentido señalan que la participación en el proceso de personas distintas de las partes y los terceros en los términos de los arts. 90 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se encuentra prevista de manera general por el derecho federal, por lo cual debe desentrañarse si tiene la Corte facultades para dictar una reglamentación que admita y regule la intervención de los denominados "amigos del tribunal"
Establecen un claro distingo de las citadas  "Rules" de la Suprema Corte americana las que constituyen un supuesto de legislación delegada por el Congreso de ese país a la Corte Federal, de tal amplitud que ha llevado al aquel tribunal a dictar verdaderos códigos procesales, que ha sido considerada constitucional, resultan  claramente ajeno y distinta a la facultad reglamentaria que corresponde de la Corte Nacional, en virtud del art. 113 de la Constitución, que sólo le autoriza a dictar su reglamento interior. 
Admiten sin embargo que la misma situación se presenta entre otros tribunales internacionales de protección de los derechos humanos, que cuentan con normas expresas que habilitan la intervención de los llamados "amigos del tribunal, pero los referidos instrumentos han sido suscrito por los representantes de los estados y no por los jueces que integran aquel tribunal.
La disidencia entiende que la existencia de regulaciones legales que en el orden nacional admiten la participación de algunos funcionarios estatales como amigos del tribunal en circunstancias excepcionales,  no puede ser de aplicación extensiva por cuanto puede comportar “una anarquizante perturbación de la compleja estructura que el respectivo sistema legal está en vías de constituir atendiendo a factores y circunstancias cuya consideración incumbe primordialmente a los poderes ejecutivo y legislativo" (Fallos 229:824). 
Las leyes 24.488 y 25.875 que admiten la participación de amigos del tribunal, la  primera al autorizar al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional  y Culto a expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho en su carácter de "amigo del Tribunal" en casos de demanda contra un estado extranjero, y la segunda contempla la atribución del Procurador Penitenciario de expresar ante los jueces a cuya disposición se encuentra un interno su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho en el mismo carácter “amigo del tribunal", serían claramente superfluas si se concluyera en que, frente a la ausencia de previsión legal al respecto, la intervención de los amicus curiae debiera admitirse, sin de lo dispuesto en el art. 113 de la Constitución, el cual no faculta a la Corte a dictar la legislación procesal ni la de organización los tribunales nacionales, todo lo cual son atribuciones del Congreso (art. 67, incs. 12 y 20 de la Constitución; cfr. acordada 77/90, disidencia del juez Belluscio) 

Descartan cualquier asimilación de los consultores técnicos al de los llamados "amicus curiae", señalando que el código contempla que la prueba pericial estará a cargo de un único perito —en lugar de tres como eran antes— y que "cada parte tiene la facultad de designar un consultor técnico" (art. 458). El consultor técnico es una persona especializada en algún arte, ciencia o técnica que, a diferencia del perito, no es un auxiliar del juez o tribunal sino que es un verdadero defensor en cuestiones técnicas de la parte a quien asiste y que lo designa. Por ello, se lo ha definido como una figura análoga a la del abogado en tanto opera en el proceso a la manera de este último. Su participación se encuentra absolutamente reglada por las normas procesales y su labor es remunerada e integra la condena en costas (art. 461 del Código Procesal). Se advierte entonces que los consultores técnicos no ingresan en el proceso por voluntad propia, sino por designación de las partes; no asisten al tribunal sino a las partes, su actividad es legalmente reglada y onerosa y sus honorarios integran la condena en costas, por lo que carece de toda similitud con la figura del “amicus curiae” 

Como conclusión señalan que la admisión del “amicus curiae”  corresponde al legislador, cuya voluntad que no puede extraerse de las leyes 24.488 y 25.875, dado su carácter de leyes especiales, destacando la existencia de proyectos en tal sentido a consideración del Congreso de la Nación. En este aspecto, hacen notar que en los proyectos con estado parlamentario refieren a derechos de incidencia colectiva o cuestiones de interés público no patrimonial, limitación que no aparece contenida en el reglamento aprobado por la mayoría del Tribunal. Del mismo modo, mientras en este último no se prevé el traslado a las partes, en el proyecto de ley se contempla el deber del tribunal de hacerlo (art. 3). La iniciativa legal incluye la posibilidad expresa de sancionar la conducta de los amigos del tribunal., y  que en uno de los dictámenes se contempla una cuestión por demás importante —cuyo tratamiento por parte del Congreso no cabe sin más descartar— como es la indicación tanto respecto de quien elaboró la opinión que se pretendería agregar, como la fuente de financiamiento con que cuenta quien pretende intervenir en un conflicto que en principio le es ajeno y cuya actuación no puede generar costas, extremos son de suma importancia si se tiene en cuenta que la figura puede ser utilizada por grupos de interés con la finalidad de influir en la decisión de la Corte y, en tal caso, sería conveniente saber concretamente "quien está atrás" del que eventualmente se presente
 

Con posterioridad, con fecha 3 de mayo del año 2006, la corte Nacional dicta la Acordada Nº 14/20006, en la cual reitera que la acordada Nº 28/2004, autorizó con respecto a las causas en trámite ante ese tribunal y siempre que en ellas se ventilasen cuestiones de trascendencia institucional o que resultasen de interés público, la actuación de los denominas Amigos del Tribunal a fin de que hagan saber sus opiniones o sugerencias sobre asuntos de aquella naturaleza y, con ese alcance, ofrezcan argumentos de trascendencia para la decisión de dichas causas. 

Agregan que por tratarse de situaciones   en que se da intervención a personas que no actúan en el proceso –en condición de parte ni de terceros-  y de que el plazo para llevar a cabo las presentaciones que se contemplan es breve y perentorio, el logro del alto propósito institucional buscado con este provechoso instrumento de participación ciudadana en la administración de justicia debe ser acompañado por la difusión públicas de las causas aptas para la actuación de que se trata, mediante la inclusión en la pagina web prevista  en la acordada nº 1/2004.
VII.- El perfil de la figura 

1.- Los antecedentes legislativos en el orden nacional, en relación a la figura que estamos analizando aportan muy poco a la descripción precisa de la misma,  si analizamos la ley 24.488, de Inmunidad Jurisdiccional de los Estados Extranjeros ante los Tribunales argentinos, solo refiere el supuesto de una demanda contra un Estado extranjero, en la cual el Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el tribunal interviniente, en su carácter amigo del tribunal. 
Como se puede observar, la redacción normativa es imprecisa y genera alguna confusión respecto a la conformación genuina del instituto. En efecto, la hipótesis de la ley refiere a las acciones deducidas contra un estado extranjero,  en la cuales el  estado demandado no puede invocar la inmunidad jurisdiccional. En tales supuestos  el estado nacional puede comparecer en calidad de amigo del tribunal para expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho. 

La imagen procesal del supuesto previsto por la ley,  sólo exhibe el excesivo protagonismo estatal en un doble sentido y con roles diferentes: el estado nacional, por una parte, se presenta como amigo del tribunal a expresar su opinión factica y jurídica sobre el objeto de la disputa;  por la otra,  ejerce la jurisdicción para resolver la disputa. 

Esa dualidad funcional del estado nacional, se muestra a lo menos contradictoria y absolutamente alejada de la ortodoxia originaria del instituto, pues en rigor  no existe el pretendido “amigo del tribunal”,  mucho menos la participación ciudadana que se invoca como fundamento medular del mismo.

En la misma dirección, también resulta criticable los alcances de la opinión que le autoriza la ley al estado nacional, la de expedirse sobre el aspecto fáctico, cuando  en realidad  los fundamentos fácticos de la disputa, son exclusivos de las partes que integran la controversia, no así las cuestiones técnicas o jurídicas de las cuales se nutren los amigos del tribunal en el derecho anglosajón.  
2.- En similar dirección, la Ley  25.875  merece las mismas objeciones que la ley anterior.  Excesivo protagonismo estatal, alejado de la versión histórica del instituto, no existe amigo del tribunal, ni  participación ciudadana.  

3.- En cambio,  la Ley Nº 402 de Procedimiento ante el Superior Tribunal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, regula el instituto específicamente en la Acción Declarativa de Inconstitucionalidad,  régimen legal que tiene la particularidad de definir con precisión y especificidad, los elementos  que integran el instituto,  en línea con la visión histórica y genuina de la figura en el derecho anglosajón, además de constituir el primer cuerpo legal vigente en nuestro país sobre la materia.

En principio, en el plano subjetivo, podemos destacar las siguientes notas: Se innova respecto a la clásica denominación de “amicus curiae” y en cuyo reemplazo se le  asigna la denominación “asistente oficioso”  lo cual resulta más acorde con las limitadas facultades procesales que le son reconocidas dentro del proceso.  
Por otra parte, legitima a cualquier persona para presentarse en el proceso en calidad de asistente oficioso,  en una interpretación amplia en favor de la operatividad de la figura, que alcanza naturalmente a las personas físicas y jurídicas,  y que además se corresponde con el pretendido objetivo de participación ciudadana, a lo menos en su mínima expresión.  
En cuanto al objeto de su participación, ésta se limitará a expresar una opinión fundamentada sobre el tema en debate.  En tal sentido, tratándose de una acción abstracta de inconstitucionalidad, la opinión deberá ser de argumentación jurídica respecto de la validez de la ley,  decreto o cualquier otra norma de carácter general  emanadas de las autoridades de la Ciudad, para determinar sin son contrarias a esa constitución de la Ciudad o a la Constitución Nacional. 
La opinión o sugerencia del gestor oficioso, que deberá ser presentada hasta diez días antes de la fecha de realización de la audiencia,  tendrá por objeto ilustrar al tribunal, no tiene ningún efecto vinculante, no es parte en el proceso, ni puede asumir ninguno de los derechos asignado a estas, en consecuencia, su intervención no devengará honorarios judiciales, ni puede recurrir ninguna de las resoluciones del tribunal. 
Una vez agregada la presentación, si el tribunal lo considera pertinente, puede citar al asistente oficioso a fin de que exponga su opinión en el acto de la audiencia, en forma previa a los alegados de las partes. 
4.- La Corte Nacional, al reglamentar la figura del  “amicus curiae”  cuya operatividad dispone por  Acordada Nº 28/2004, lo define con un perfil muy similar al redactado en la Ciudad de Buenos Aires,  aunque con algunas variantes que lo distinguen. Los puntos de coincidencias versan sobre: no reviste la calidad de parte, ni puede asumir ninguno de los derechos procesales que le corresponde a estas; su actuación no devengará costas ni honorarios judiciales;  la opinión o sugerencia tiene por objeto ilustrar al tribunal y no es vinculante. 
Las diferencias: La corte mantiene la denominación tradicional “amicus curiae” heredado del derecho anglosajón; en cuanto a las personas físicas o jurídicas legitimadas para intervenir como “amicus curiae”  se le exige una reconocida competencia sobre la cuestión a debatir;  en todos los procesos judiciales de competencia originaria o apelada donde se debatan cuestiones de trascendencia colectiva o interés general; debe manifestar si tiene algún tipo de relación con las partes del proceso; expresar su opinión o sugerencia mediante escrito que no podrá superar veinte carillas de extensión, dentro de los quince días hábiles del llamado de autos para sentencia; fijar domicilio en los términos del art. 40 del código procesal civil y comercial de la nación; la opinión si bien no es vinculante podrá ser tenida en cuenta en el pronunciamiento del tribunal. 
5.- El Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al definir al amicus curiae, se limita a señalar que se trata de una persona ajena al litigio y al proceso, que se presenta ante la Corte a expresar razonamientos en torno a los hechos sometidos al caso, o consideraciones  jurídicas sobre la materia del proceso, a través de un documento o alegato en audiencia. 

Bajo el titulo de planteamientos del amicus curiae, precisa los aspectos formales de la presentación, idioma, plazos, etc., con la única novedad referida a la posibilidad de intervención del amicus curiae en los procedimientos de cumplimiento de sentencias y de medidas provisionales. 
VIII.- La vigencia normativa del amicus curiae 
Es evidente que la figura del amicus curiae es de naturaleza procesal,  toda vez que su ámbito de pretendida intervención es el proceso público, cualquiera fuera su fuero. En tal perspectiva, como se pudo corroborar del recorrido normativo antes expuesto, no existe cuerpo procesal alguno que lo recepte formalmente como norma reglamentaria, a excepción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que lo admite de manera impecable únicamente en lo que respecta  a la acción abstracta de inconstitucionalidad
. 

Las leyes 24.488 y 25.875, citadas por algunos autores como antecedentes legislativos  del instituto, a nuestro modo de ver no son válidas, pues en rigor lejos de regular al amicus curiae con sus elementos característicos, más bien regulan la intervención de estado nacional invocando tal carácter, en un remedo inaceptable del instituto, sin otro fundamento que el grosero y excesivo protagonismo estatal, que nada tiene que ver con la esencia genuina del amicus curiae. 
La regulación formulada por la Corte Nacional del amicus curiae, por vía de Acordada Nº 28/2004, fue objeto de critica desde el propio seno del tribunal, según el voto disidente de la minoría, cuyos fundamentos serios y medulares, en el plano constitucional no exhibe fisura en razón de su impecable lógica. 
Partiendo de una afirmación inicial, el voto de la minoría  señala que la participación en el proceso de personas distintas de las partes y los terceros no se encuentra prevista de manera general por el derecho federal, descartando enfáticamente facultad alguna de la Corte para dictar una reglamentación que admita y regule la intervención de los denominados amigos del tribunal, en función del art. 113 de la Constitución y las atribuciones del legislativas del Congreso Nacional en dicha materia.  
En nuestra opinión, la referida acordada no resiste el más mínimo análisis desde la óptica constitucional, pues la única facultad legislativa que le otorga la Constitución Nacional a la Corte, es la de dictar su propio reglamento interior (art. 113º).
En similar conclusión arriba González Castro sobre el punto.
, al sostener: “ Esta figura que tendría (en su caso) que haber sino normada por el Congreso, lo que no ha ocurrido, …fue regulada por Acordada 28/2004, amparado en un interpretación extensiva de la facultades otorgadas por el articulo 18 de le ley 48 (organizar la tramitación de las causas siempre que no sea repugnante a la forma de procedimiento legislada en el Código Procesal) , y reglamentada a posteriori también por Acordada 14/2006, siendo a nuestro criterio que la Corte se ha excedido en semejante facultad normativa” 
IX.- El debido proceso legal 
Ante de ingresar al desarrollo del punto medular y conclusivo del presente trabajo, esto es exponer nuestra visión sobre  “La legitimación del amicus curiae en el proceso penal”, cabe considerar como cuestión previa,  que modelo de proceso adopta la Constitución Nacional. 
En tal sentido, el debido proceso, para muchos operadores del sistema penal, se reduce a las garantías que surgen del art. 18 de la ley fundamental, omitiendo toda referencia al diseño de procedimiento previsto específicamente por la Constitución Nacional.    
En nuestra opinión, la garantía del debido proceso legal diseñado por nuestra carta magna, no se agota con  las garantías que surgen del art. 18, juicio previo, inocencia, defensa, juez natural, ne bis in ídem,  en tanto y en cuanto dichas garantías no integren la vigencia y operatividad del modelo  de enjuiciamiento adoptado por la Constitución Nacional, como garantía medular y omnicomprensiva de todas las demás tutelas que operan en él, es decir el juicio por jurados, cuya implementación surge de los arts. 24, y  67, inc. 11  -hoy 75º inc. 12-  y 102 –hoy 118-    
Del elenco normativo antes referenciado,  surge a nuestro juicio, la consagración del  Paradigma Constitucional del Debido Proceso Legal, destacando en tal  sentido, que nuestra ley suprema, en su redacción dogmática, es mucho más precisa y contundente que la Constitución Norteamericana, a la hora de diseñar  el texto del debido proceso legal, rechazando absolutamente el carácter de garantía innominada que alguien alguna vez le atribuyera –ligeramente-  al texto expreso de la constitución. 
Ello traduce, en el plano sistémico un diseño  acusatorio, por expreso mandato de la Constitución Nacional, que en tres preceptos distintos  revelan con claridad el afán de los autores fundacionales de nuestra organización nacional al   adoptar la implementación del juicio por jurados, como símbolo y baluarte  de las libertades anglosajonas, cuyo principal objetivo fue garantizar la participación ciudadana en el servicio de administración de justicia estatal, el juzgamiento de pares y la publicidad de los actos de gobierno
. 
Como bien lo destaca Maier
,  la Constitución Nacional y todo el proceso de organización política y constitucional que la precedió significaron la adecuación de nuestro sistema jurídico - político a las transformación institucional del sigo XX 
“Sin embargo, esta transformación, postulada con claridad en el texto constitucional (sistema republicano,  garantías de seguridad individual,  juicio público por jurados) no se reflejó en los instrumentos legislativos prácticos para poner en marcha estos ideales en la transformación de la administración de la justicia penal  y de la leyes, según lo ordenaba la propia ley fundamental (art. 24)” 
 

La Constitución Nacional, sancionada el 1º de mayo de 1853,  incluye tres cláusulas alusivas al juicio por jurados: 
Art. 24: “el Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en todos sus ramos, y el establecimiento del juicio por jurados”; 
Art. 67., inc. 11 (hoy art. 75, inc. 12): “corresponde al Congreso dictar “...especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y ciudadanía, con sujeción al principio de la ciudadanía natural; así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados”; 
Art. 102 (hoy art. 118) que dispone: “todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del derecho de acusación concedido a la Cámara de Diputados, se terminarán por jurados, luego que se establezca en la República esta institución. La actuación de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiera cometido el delito;.....”.
Las tres cláusulas constitucionales que aluden al juicio por jurados, revelan a las claras  que este tema constituía un motivo de honda preocupación para los convencionales constituyentes a la hora de prever un sistema de enjuiciamiento en la carta magna.  
En el plano histórico, el sistema adoptado no resultaba novedoso, pues los precedentes institucionales de nuestra organización política independiente, en particular las ideas  que postulaban nuestros patriotas, demostraban la clara voluntad de implementar el juicio por jurados.
X.- El debido proceso según la Corte Nacional 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación, mediante un fallo significativo y trascendente, “Casal” de fecha 20/09/2005, destaca y rescata por primera vez la previsión constitucional en materia de proceso penal.  
Así, en la primera parte del numeral 15, el alto Tribunal reconoce la vigencia del sistema mixto, formulando un severa critica del mismo,  en los siguientes términos: “Que el proceso penal que en la legislación comparada y a partir del modelo napoleónico acompañó a los estados legales de derecho europeos y a sus sistemas judiciales corporativos y verticalmente organizados, es el llamado mixto, o sea, el que comienza con una etapa policial e inquisitoria, a cargo de un juez que se pone al frente de la policía de investigación criminal. El plenario acusatorio es público, pero las pruebas del sumario inquisitorio siempre pesan. El viejo modelo del proceso penal napoleónico se extendió por Europa, junto con el modelo judicial vertical y la casación, siendo inseparable de ésta en materia penal” (lo subrayado nos pertenece) 

En la segunda parte, la Corte Nacional reconoce expresamente el sistema acusatorio adoptado por la Constitución, reivindicando la figura del juicio por jurados.  
“Por el contrario, el proceso penal de un sistema judicial horizontalmente organizado no puede ser otro que el acusatorio, público, porque de alguna forma es necesario compensar los inconvenientes de la disparidad interpretativa y valorativa de las sentencias. De allí que nuestra Constitución previera como meta el juicio criminal por jurados, necesariamente oral y, por ende, público. Posiblemente sea necesaria —aquí sí— una interpretación progresiva para precisar el sentido actual de la meta propuesta por la Constitución. Habría que determinar si el jurado que ese texto coloca como meta es actualmente el mismo que tuvieron en miras los constituyentes, conforme a los modelos de su época, o si debe ser redefinido según modelos actuales diferentes de participación popular. Pero cualquiera sea el resultado de esta interpretación, lo cierto es que, desde 1853 la Constitución reitera en su texto la exigencia de la publicidad del proceso penal al recalcar la necesidad de establecer el juicio por jurados, como una de las más idóneas para lograr la publicidad. La circunstancia de que el deber ser no haya llegado a ser por la vía legislativa no puede ocultar que la Constitución optó por un proceso penal abiertamente acusatorio, al que tiende la lenta progresión de la legislación argentina a lo largo de un siglo y medio”
 (el subrayado nos pertenece) 
XI.- La Legitimación del amicus curiae en el proceso penal 
Sentado el modelo de proceso penal que adopta la Constitución Nacional,  al regular expresamente el juicio por jurados, y sin bien el jurado como institución procesal sigue siendo un mandato constitucional incumplido,  las nuevas tendencias que fueron impuestas  por el proceso de reformas procesales a partir del proyecto “Maier”, fijan mojones definitivos y de clara aproximación al sistema acusatorio, a lo largo y ancho del país.

En tal sentido, con agudeza señala Maier
,  “nuestra Constitución procede de un movimiento histórico transformador de la legislación inquisitiva que, como culminación del procedimiento penal, estableció  un   juicio público, oral, continuo y contradictorio, intentando un equilibrio de poderes entre el acusador y el acusado, frente al tribunal imparcial encargado de fallar con fundamento en los actos del debate, llevado a cabo con la presencia ininterrumpida de todos los intervinientes en el procedimiento. 
Juan Montero Aroca,  nos dice: “el sistema acusatorio resuelve esencialmente tres cuestiones: no hay proceso sin acusación y esta debe ser formulada por persona ajena al tribunal sentenciador, que no puede condenarse por hechos distintos de los acusados ni a persona distinta de la acusada y que no pueden atribuirse al juzgador poderes de dirección material del proceso que cuestionen su imparcialidad” 
 
Ángela Ledesma, en interesante distingo entre sistema y principio acusatorio, menciona al primero, como:   “modelo omnicomprensivo de una serie de características que se manifiestan en todas las etapas del proceso y con relación a la conformación e integración de sus órganos como un totum revolutum de principios y reglas que tienen sustantividad propia”

Agrega la misma autora, citando  a Jorge Vázquez Rossi, “el sistema acusatorio se distingue por la meta-diferenciación de la función requirente respecto a la decisoria; igualmente, porque la interposición y contenido de la acción es la que determina el ámbito de la jurisdicción, la que carece de iniciativa y no puede actuar de oficio. Acusador y acusado se encuentran situados en el mismo pie de igualdad, enfrentados a través de un contradictorio en cuyo transcurso aportaran sus postulaciones, frente al tribunal que se sitúa como un tercero imparcial e imperativo y que expresará su decisión conforme al convencimiento alcanzado en las deliberaciones”  
En similar sentido, Alvarado Velloso, destaca: “A este sistema de libre disposición del método de debate se le asigna desde antaño la denominación de dispositivo (en material civil) o acusatorio (en material penal, pues nace a partir de la acusación que se hace contra alguien)  y fue el que imperó en Grecia, Roma, etc.”

Y, agrega: “Si se intenta definir técnicamente la idea de debido proceso resulta más fácil sostener que es aquel que se adecua plenamente a la idea lógica de proceso: dos sujetos que discuten como antagonistas en pie de perfecta igualdad ante una autoridad que es un tercero en la relación litigiosa (y, como tal, impartial, imparcial e independiente)”

Montero Aroca
, sostiene que el sistema acusatorio es el único sistema lógico, racional y democrático que  existe en la humanidad, descartando de plano de la característica de sistema, al inquisitivo  por ser un sistema de opresión, cuyo objetivo histórico no fue precisamente la resolución de un conflicto penal. 

Para De Mata De Vela,
 el sistema acusatorio se caracteriza básicamente, por la interacción que dentro del juicio como la fase principal del proceso penal, realizan la inmediación, la oralidad, la concentración, la contradicción y la publicidad, que por su importancia e  ineludibilidad dentro del debate, como núcleo del juicio penal, han merecido el nominativo  de principios rectores del sistema  acusatorio, lo cual explica además, que los principios  mencionados no son  propios únicamente del debate en la etapa  de juicio, sino por el contrario, deben operar en las demás fases   del proceso, que conforman en el sistema acusatorio el proceso penal por audiencias, para garantizar siempre a través de  inmediación la presencia del juez y las partes procesales, la oralidad como el medio más idóneo para realizarlas, la contradicción para que las partes hagan valer sus argumentos, la concentración como garantía de celeridad, continuidad y economía procesal y la publicidad que garantiza la transparencia de las audiencias y la fiscalización de la sociedad en el trabajo  que realizan los operadores de justicia.
La Intervención del amicus es compatible con el modelo acusatorio? 
a) Los Sujetos Procesales 
En nuestra opinión, la intervención del amicus curiae en el proceso penal  resulta total y absolutamente incompatible con los postulados básicos del sistema acusatorio. 

En el plano subjetivo, los protagonistas obligados y autorizados a intervenir en el  proceso penal, cubren todos los espacios representativos  posibles. En efecto, el interés público y los intereses sociales se encuentran plenamente representados por el Ministerio Público, así lo dice la Constitución Nacional en el art. 120, “tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad…”,  
Ello sin perjuicio de la representación promiscua Ministerio Público en los supuestos de menores e incapaces, a tenor del art. 54 y 59 del Código Civil y del Ministerio de la Defensa, en los supuestos de pobreza.  
En relación a las partes del proceso,  el espacio de la victima le está expresamente reconocido, ante la posibilidad de incorporarse al proceso, en el plano formal,  como sujeto ofendido o damnificado, en su carácter de querellante particular y actor civil. Además, corresponde destacar, que aún no siendo parte, el sistema le reconoce a la víctima las siguientes garantías: Un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes; a ser informadas acerca de las facultades de constituirse como querellante particular y/o actor civil en el proceso penal, y de las resoluciones que se dicten sobre la situación del imputado. En los casos de menores o incapaces, a ser acompañados por personas de su confianza, a los actos procesales, siempre y cuando ello no perjudique la defensa del imputado o los resultados de la investigación.; a la reserva de su domicilio, a los fines de su protección, salvo el derecho de las partes, y la explicación de estos derechos, en oportunidad de la denuncia o cuando sean citado por primera vez, y en los casos archivo de las  actuaciones a pedido del Fiscal de Instrucción, la víctima, sus herederos forzosos, representantes legales y mandatarios, podrán provocar el examen de la resolución por parte del tribunal de alzada. 
En el supuesto de acción civil conjunta, también se regula la intervención del demandado civil y del asegurador citado en garantía. 

El cuadro de situación de los sujetos procesales que operan en el proceso penal y sus respectivos roles se encuentran  perfectamente definidos. En tal sentido, los  intereses públicos y de la sociedad representados por un organismo estatal predispuesto por la Constitución Nacional, el Ministerio Público, torna absolutamente innecesario la intervención del amicus curiae, so pena de agregar un sujeto extraño  súper parte, de naturaleza privada con interés en el proceso, quebrantando arbitrariamente el equilibrio adversarial que propone el sistema acusatorio.

En tal sentido, proponemos imaginar por un momento una imagen procesal hipotética: Por una parte, la acusación: El Ministerio Público como titular de la acción penal pública, el acusador privado en su carácter de Querellante Particular, en la misma dirección y por la acción resarcitoria conjunta se suma el actor civil,  y por la “ciudadanía” el amicus curiae  que adhiere a la acción penal;  por la otra, el sujeto pasivo de la imputación delictiva: el imputado, asistido en la emergencia por el Defensor Oficial. 
En tal hipótesis nos preguntamos, se trata de la adversariedad del sistema acusatorio prevista por la Constitución Nacional? 
El cerco acusatorio estatal y privado contra el imputado es compatible con el principio de igualdad de armas…?    
b) Sistema acusatorio y Adversariedad
En nuestro opinión, la pretendida intervención del amicus curiae en el proceso penal,  no tiene cabida sistémica toda vez que rompe el necesario equilibrio del principio adversarial que opera a favor de las partes en el debate dialectico y argumental  que propone el diseño acusatorio del enjuiciamiento penal, según constitución. 
Julio Maier
,  si bien en el plano abstracto reconoce a la figura del amicus curiae como una institución muy buena, admite sin embargo, que en ocasiones puede dar un resultado negativo. Aclarando que en los casos reales, el amicus curiae  contribuye a complejizar un procedimiento judicial que de otra manera podría ser relativamente sencillo. En materia penal, por ejemplo, la utilización del procedimiento penal y la pena como venganza -derecho a la pena por parte de los particulares-  algo que ya sucede por la intervención tan ampliada de la víctima que se pregona hoy en día, pero que puede aumentarse por intervención de ONG´s como amicus curiae. No todas las ONG persiguen fines compatibles con el Derecho Penal, algunas ahora lo toman para responder tipo "Blumberg”

c) Proceso y  Participación Ciudadana 
El argumento central de los sostenedores de la intervención del amicus curiae en el proceso penal, lo constituye la participación ciudadana,  mediante la cual se integra al ciudadano en la toma de decisiones de los órganos jurisdiccionales. 
La Corte Nacional  lo presenta al “amicus curiae” como un provechoso instrumento destinado a permitir la participación ciudadana en la administración de justicia, fin de resguardar el más amplio debate como garantía esencial del sistema republicano y democrático con el objetivo de afianzar la justicia entronizado por el Preámbulo de la Constitución Nacional, entendido como valor no sólo individual sino también colectivo. 
Otros invocan el derecho constitucional de peticionar a las autoridades (art. 14), en la garantía del debido proceso legal (art. 18), en los derechos y garantías implícitos (art. 33), en la prohibición de toda limitación irrazonable al ejercicio de los derechos (art. 28) y, en la jerarquía Constitucional de Tratados Internacionales vinculados con los Derechos Humanos (art. 44 y 48 Convención Americana de Derechos Humanos).
En nuestra opinión, no resulta serio, ni jurídicamente atinado asignarle al  amicus curiae, merito o laurel alguno como el instrumento novedoso de participación ciudadana en el proceso. En rigor, no resulta novedosa la participación ciudadana en el proceso, tampoco se logra dicha participación  imponiendo el amicus curiae  como  demagógicamente se afirma,  
Hablar de participación ciudadana, omitiendo toda consideración de la previsión constitucional que diseña el modelo de proceso criminal que adopta, regulando expresamente el juicio por jurados, donde precisamente los ciudadanos o vecinos de la comunidad  juzgan al imputado, como pares, dictando el veredicto de absolución o condena, nos parece un verdadero desatino tan absurdo como lo es en sí, el mandato constitucional incumplido de los arts. Art. 24; 75, inc. 12 y 118 de la Constitución Nacional. 

Como bien lo dijo la Corte Nacional,  en el precedente Casal, “…De allí que nuestra Constitución previera como meta el juicio criminal por jurados, necesariamente oral y, por ende, público…Pero cualquiera sea el resultado de esta interpretación, lo cierto es que, desde 1853 la Constitución reitera en su texto la exigencia de la publicidad del proceso penal al recalcar la necesidad de establecer el juicio por jurados, como una de las más idóneas para lograr la publicidad...” 

Es decir, los Constituyentes fundacionales de nuestra Carta Magna, hace más de un siglo y medio regularon la participación ciudadana en el proceso penal, al establecer el juicio por jurados, una autentica participación en la toma de decisión, en el juzgamiento del caso que implica el proceso penal. 
En tal sentido, dice Ricardo Cavallero
: “He definido al jurado como toda forma de participación popular con inserción de la ciudadanía en el tribunal de justicia, y creo que si me piden una nota esencial, una nota definitoria del juicio por jurados, del tribunal de jurado, tendría que decir que es ésta “la inserción de la ciudadanía en el tribunal de justicia”, porque la publicidad sirve para controlar, pero el ciudadano que está en el banco del público no se inserta en el tribunal. Como dice Eberhard Schmidt, la publicidad debe llegar hasta la sala de los acuerdos y eso habrá de servir para reforzar o recrear la credibilidad pública en la justicia, simplemente porque el público es el que pasa a colaborar con ella haciendo actos de justicia…el jurado es una institución participativa y no representativa, es una forma de participación directa, los jurados no son representantes, …la Corte suprema de los EE.UU, dice que el jurado debe ser una muestra representativa de la sociedad, una sección horizontal, transversal de la sociedad y que tiene que reflejar la heterogeneidad social y, sobre todo, la heterogeneidad cultural…otra nota esencial de jurado es la temporalidad, porque la función del jurado es una función esporádica, no es un oficio, no es un empleo, es alguien que es convocado para un determinado juicio en particular, también la  vecindad es otra nota esencial, es decir no se entiende que un vecino de Tartagal juzgue a uno de Mar del Plata; como el jurado refleja la sensibilidad penal de una sociedad determinada, se exige que sean  vecinos del lugar, y en esto es clara la enmienda 5º de la Constitución Norteamericana…”  
En la misma dirección, Carlos Chiara Díaz
 sostiene: “…Vamos a encarar el compromiso asumido, tratando de desentrañar en el comienzo los motivos en virtud de los cuales se ha producido en el orden nacional y en las provincias esa suerte de omisión deliberada e inconstitucional del legislador de no dictar la ley que regule el procedimiento y  la implementación del juicio por jurados. Hay quizás en ello a un doble cauce de razones esenciales: por un lado, una concepción ideológica autoritaria en lo político, que quiere mantener tan sólo la ficción de la soberanía del pueblo, pero prefiere alejarlo a este ultimo de cualquier modalidad participativa que implique su ejercicio directo o semi directo, porque es consciente que así logra concentrar más poder en su beneficio e impide la democratización plena de los órganos judiciales del Estado. Por el otro, responde a la cultura inquisitiva generada en lo jurídico-penal durante más de cien años alrededor del Código Obarrio, lo cual sirvió para distorsionar el concepto constitucional del debido proceso, construido sobre la base del principio acusatorio y que en la realidad judicial llevó al totalitarismo policial y del juez  instructor, con menoscabo tangible de los derechos y garantías de los imputados, convirtiendo al plenario y a la sentencia en actos formales convalidatorios del proyecto de investigación policiaco lo cierto es que tales factores convergieron en la realidad institucional con tal fuerza que hasta el presente han hecho naufragar el proyecto constitucional de 1853-1860, reiterado en el tiempo en todas las modificaciones  y últimamente en la de 1994, donde la preferencia por el principio acusatorio y el juicio a cargo de jurados ha tenido una nueva convalidación implícita. Quizás esto obedece a la desconfianza que amplios sectores dirigentes tienen aún, al filo del tercer milenio, en el ejercicio efectivo de la soberanía popular, a pesar de que de la boca para afuera dicen ser esclavos de la ley y del mandato del pueblo. En definitiva, ubico tales actitudes como hipócritas y gatopardistas, propias de aquellos sectores retardatarios que se golpean el pecho y afirman: “nos gusta el sistema democrático”, “el único mandato legitimo es el que confiere el pueblo”, pero cuando las elecciones le son desfavorables se quejan de la sabiduría del soberano, quién les desconfía y no los elige para ser gobierno en su representación. Esto ha sucedido a lo largo de nuestra historia con los grandes partidos populares, a los cuales el oscurantismo ultramontano pretendía siempre descalificarlos como representativo de la “chusma inculta y analfabeta” en nombre de la democracia, las libertades públicas y la civilización occidental…Efectivamente el juicio por jurados es una garantía a favor del imputado, integrativo del debido proceso constitucional y dirigida a lograr una autentica participación ciudadana en el plano jurisdiccional, la cual hasta ahora no ha sido admitida con tales alcances por los legisladores, quienes se han atrevido  sólo a aceptarla respecto al ejercicio de la acción penal pública, por ejemplo. Indudablemente no es lo mismo ser juzgado por jueces técnicos en su calidad de indirectos representantes de la soberanía popular, quienes ni siquiera han sido elegidos para tal menester por los ciudadanos, que por estos últimos en su carácter de miembros de la comunidad organizada y en ejercicio directo de la potestad soberana de decidir los conflictos. Aquí ya nadie podrá discutir la legitimidad del fallo, contraponiéndolo con la opinión pública y potenciando la desconfianza ciudadana en los jueces estatales y en el sistema institucional vigente si aquellos se han pronunciado de modo diferente a lo querido socialmente. En otro orden, el juicio por jurados colocaría a la función judicial en otra dimensión dentro de la sociedad, suprimiendo el divorcio que muchas veces se observa entre las resoluciones jurisdiccionales, el lenguaje jurídico y lo que es el conocimiento popular o la decisión de la gente, desgraciadamente expresada a través de los medios por comunicadores sociales comprometidos con ideologías autoritarias, quienes aprovechan entonces para socavar los cimientos de la república democrática recuperada, fomentando el descreimiento en la labor judicial. Nada mejor entonces que hacer asumir al hombre común los avatares de la responsabilidad jurisdiccional, para que escuche las alegaciones acusatorias del Ministerio Público y de la parte querellante y vea realmente en esas situaciones limites si está dispuesto o no a abrir la posibilidad sancionatoria, sobre todo en los delitos más graves que importan la aplicación de penas tremendas por su incidencia sobre la libertad y los bienes de la persona acusada. Creo que introduciendo el juicio por jurados no solo habremos de ser fieles con un mandato constitucional, sino que además lograremos incorporar un instituto idóneo para tratar de romper ese aislamiento verificable entre la llamada verdad de los jueces y la verdad de la ciudadanía, divulgada a su manera por los medios, porque acá la tendremos a esta última directamente presente a través de los jurados en la elaboración de la decisión, al menos en la admisión o el visto bueno para el ejercicio del poder penal del Estado. En ese orden de idea, la participación ciudadana en las facultades decisorias es importantísima, porque hasta ahora esa corriente había llegado a que dentro de la relación procesal sólo colaboraba con la parte acusadora estatal, dándole además intervención y derechos a la victima del hecho delictivo sin ser parte procesal, o para formular en el proceso penal el reclamo resarcitorio civil, pudiendo y debiéndolo hacer también en la Argentina en el aspecto jurisdiccional. No hay razones valederas a mi juicio para negársela de esa manera integral, otorgándole inclusive al hombre común la posibilidad de definir o decidir si se aplica o no la ley penal a un ciudadano” 
Alberto Binder
, reflexiona sobre lo que él considera una verdadera participación, señalando: “Frente al contexto de estas sociedades conflictivas que descreen del derecho, frente a estas sociedades en las cuales los jueces profesionales han llevado a la justicia a una crisis de credibilidad e ineficacia casi radical, frente a esta sociedad urbana compleja, mediática, nos tenes que hacer una pregunta: ¿Qué significa la participación de los ciudadanos en la administración de justicia?. En primer lugar, hay que advertir que la Constitución en modo alguno afirma que la institución del jurado y la participación ciudadana deben producir una participación simbólica. Al contrario, el carácter masivo, complejo, prioritario que le da la Constitución nos demuestra que la política propuesta consiste en una participación activa, central, realista. Por eso así se lo ordena al legislador ordinario. Se trataba de un modelo completo de justicia, en términos de descentralización del poder punitivo, medido en términos de reculturalización del derecho, de acumulación del poder judicial. En segundo lugar, creo que también tenemos que tener en cuenta que hoy una política  de jurados debe ser una política compleja donde se combinen distintos tipos de jurados: el modelo clásico anglosajón –que también tiene muchas variantes-, las distintas formas de escabinado, los jurados sobre la penal. En fin, actualmente existen muchas vertientes, muchas formas de participación ciudadana que nos permiten diseñar distintos tipos de integración de tribunal. Hoy en día tenemos que asumir que la participación de ciudadanos implica alguna forma de cooperación. De hecho, el jurado siembre ha estado conformado así: un juez técnico y un conjunto de ciudadanos. Hay muchas formas de cooperación en estos jurados. Creo que cabe la utilización, en ciertos casos, de sistemas con predominio de la decisión de un jurado más amplio, y en otros casos el empleo de tribunales más pequeños. Es decir, la combinación de distintos modelos de tribunales, con distintos niveles de complejidad permitiría hacer una política más amplia, más elástica, más diversificada y más estable de participación de los ciudadanos en la administración de justicia. Más bien hay que pensar en una complejidad de integración de tribunales, en un conjunto de formas de políticas activas respecto al juicio público, como también hay que pensar en formas complejas de participación ciudadana en el poder requirente –lo que llamamos la acción profesional- y repensar el mismo tiempo, la acción popular en los términos de la sociedad compleja, moderna. Cuando hablamos de jurados estamos hablando de la totalidad de la justicia y éste no es un problema menor”

Gimeno Sendra
,  en relación al modelo de jurado en España, dice: “Ese modelo no puede, no debe ser otro sino el previsto en la Ley Fundamental, en la Constitución. Ahí pensamos que había que crear un jurado informado por diversos principios, en primer lugar por el de la participación popular: no se podía crear un jurado decorativo ni la entrada del pueblo en la justicia penal podía se contraria al principio de igualdad. Todos los ciudadanos, hombre o mujer mayor de edad, debía ser llamado a ejercitar esta función jurisdiccional sin que pudiera existir ninguna de las discriminaciones que caracterizaron al jurado decimonónico del siglo XIX en Europa, que era un jurado burgués y machista. Burgués porque solo los ricos accedían al oficio de jurado, y machista porque las mujeres no tenían capacidad para ejercitar esa función judicial. Tendría que ser un jurado que además también fuera democrático, con el conocimiento de su objeto procesal penal, que no debía quedarse circunscripto únicamente a la contestación a la pregunta principal “culpable o inocente” y dejar en manos del juez técnico la aplicación de todo resto del objeto del proceso penal; sino que entendíamos que la participación del pueblo había de ser cuanto más amplia mejor en la determinación del veredicto. En España todos los ciudadanos mayores de 18 años de edad –incluso aquellos que se abstienen a ejercitar su derecho al sufragio- son llamados a desempeñar la función jurisdiccional, por lo cual el jurado español se convierte en una auténtica escuela de la ciudadanía y de la democracia, porque a razón de este llamado a ejercitar una de las más altas potestades del Estado tomó conocimiento y conciencia de su papel en el sistema democrático. El sistema de jueces técnicos en España no posibilitaba esa autentica oralidad, esa publicidad, esa participación del pueblo incluso en la propia sala de deliberaciones de la justicia. Y sin esa confianza del pueblo la justicia no puede desempeñar correctamente su función en una sociedad democrática; en una autocritica, sí da igual: ahí se trata de aplicar la ley; pero en una sociedad democrática los fallos de los tribunales han de legitimarse en la medida que son afectados por el pueblo, una justicia democrática, es una justicia consensuada y refrendada por la sociedad entera y por eso pensamos que el jurado, pese a sus fallos, debe existir” 
Las opiniones coincidentes de los autores antes citados respecto a la previsión constitucional del debido proceso penal y de la participación ciudadana en la administración de justicia, me relevan de mayores consideraciones sobre esta particular temática. 

Conclusiones: 

1.-  El amicus curiae  carece de regulación normativa y reglamentaria que habilite su vigencia en el marco del proceso penal.-

2.-  El diseño de proceso penal previsto por la Constitución Nacional, de carácter acusatorio, excluye del debate dialéctico y argumental de la controversia,   a todo sujeto extraño que no tenga carácter de parte en sentido formal.-
3.-    La verdadera y autentica participación ciudadana en la administración de justicia, se encuentra regulada expresamente por la Constitución Nacional, a tenor de los arts. 24, 75, inc. 12 y 118,  mandato que se encuentra incumplido.- 

4.-     La admisión del Estado Nacional, en cualquiera de sus formas, en calidad de amicus curiae  implica una grave intromisión de otros poderes -Poder Ejecutivo y Legislativo-  al poder judicial, afectando groseramente la independencia de la jurisdicción.     
.  
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� Aprobado por la Corte en su LXXXV Periodo Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009.


� Texto de la Acordada: Acordada 28/2004 (Amicus curiae) - 20 de julio de 2004�Corte Suprema de Justicia de la Nación. Autorizase la intervención de Amigos del Tribunal en todos los procesos judiciales correspondientes a la competencia originaria o apelada en los que se debatan cuestiones de trascendencia colectiva o interés general. 


En Buenos Aires, a los 14 días del mes de julio del año dos mil cuatro, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal los señores Ministros que suscriben la presente, CONSIDERARON: 1°) Que como un provechoso instrumento destinado, entre otros objetivos, a permitir la participación ciudadana en la administración de justicia, el Tribunal considera apropiado que, en las causas en trámite ante sus estrados y en que se ventilen asuntos de trascendencia institucional o que resulten de interés público, se autorice a tomar intervención como Amigos del Tribunal a terceros ajenos a las partes, que cuenten con una reconocida competencia sobre la cuestión debatida y que demuestren un interés inequívoco en la resolución final del caso, a fin de que ofrezcan argumentos de trascendencia para la decisión del asunto. 2°) Que, en efecto, en el marco de las controversias cuya resolución por esta Corte genere un interés que trascienda al de las partes y se proyecte sobre la comunidad o ciertos sectores o grupos de ella, a fin de resguardar el más amplio debate como garantía esencial del sistema republicano democrático, debe imperar un principio hermenéutico amplio y de apertura frente a instituciones, figuras o metodologías que, por su naturaleza, responden al objetivo de afianzar la justicia entronizado por el Preámbulo de la Constitución Nacional, entendido como valor no sólo individual sino también colectivo. De otro lado, la intervención que se postula encuentra su fundamento, aún con anterioridad a la reforma de 1994, en lo dispuesto en el art. 33 de la Constitución Nacional, en la medida en que los fines que inspiran dicha participación consultan substancialmente las dos coordenadas que dispone el texto: la soberanía del pueblo y la forma republicana de gobierno. No debe prescindirse, por último, que la actuación de los Amigos del Tribunal encuentra sustento en el sistema interamericano al cual se ha asignado jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22), pues ha sido objeto de regulación en el Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (art. 62.3) y ha sido expresamente autorizada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con sustento en los arts. 44 y 48 de la Convención Americana.          3°) Que desde su constitución en 1863, durante todo su ulterior funcionamiento y hasta la más reciente legislación sancionada por el Congreso de la Nación, le han sido reconocidas a esta Corte las atribuciones necesarias para dictar reglamentos como el presente. En efecto, la ley 48, del 14 de septiembre de 1863, previó que "La Corte Suprema podrá establecer los reglamentos necesarios para la ordenada tramitación de los pleitos, con tal que no sean repugnantes a las prescripciones de la ley de procedimientos" (art. 18). La ley 4055, del 11 de enero de 1902, concordemente reiteró que "La Suprema Corte ejercerá superintendencia...debiendo dictar los reglamentos convenientes para procurar la mejor administración de justicia" (art. 10). Por último, la ley 25.488 de reformas al Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, del 19 de noviembre de 2001, expresamente dispuso que "La Corte Suprema de justicia de la Nación queda facultada para dictar las medidas reglamentarias y todas las que considere adecuadas para el mejor cumplimiento de las normas y fines de esta reforma" (art. 4°, 2° párrafo). En las condiciones expresadas y sobre la base de que la figura que se trata, lejos de repugnar a las normas procesales, ha sido admitida por el Congreso de la Nación para ciertas situaciones especiales (leyes 24.488 y 25.875), en ejercicio de las atribuciones indicadas y con particular referencia a las causas en trámite por ante esta Corte y sometidas a su jurisdicción originaria o apelada, corresponde autorizar la intervención de Amigos del Tribunal, con arreglo al reglamento que, como anexo, forma parte integrante de este acuerdo. Por ello,


ACORDARON:�I. Autorizar la intervención de Amigos del Tribunal, con arreglo al reglamento que, como anexo, forma parte integrante de este acuerdo.


II. Ordenar la publicación de la presente en el Boletín Oficial. Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.�Enrique S. Petracchi. — Augusto C. Belluscio (en disidencia). — Raúl Zaffaroni. — Carlos S. Fayt (en disidencia). — Adolfo R. Vázquez (en disidencia). — Juan C. Maqueda. — Elena I. Highton de Nolasco. — Antonio Boggiano. — Cristian S. Abritta





Reglamento sobre Intervención de Amigos del Tribunal


Artículo 1°- Las personas físicas o jurídicas que no fueran parte en el pleito, pueden presentarse ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en calidad de Amigo del Tribunal, en todos los procesos judiciales correspondientes a la competencia originaria o apelada, en los que se debatan cuestiones de trascendencia colectiva o interés general. La presentación deberá ser realizada con la única finalidad de expresar una opinión fundada sobre el objeto del litigio, dentro de los quince días hábiles del llamado de autos para sentencia. En la presentación deberá constituirse domicilio en los términos del art. 40 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


Artículo 2°- El Amigo del Tribunal deberá ser una persona física o jurídica con reconocida competencia sobre la cuestión debatida en el pleito; fundamentará su interés para participar en la causa e informará sobre la existencia de algún tipo de relación con las partes del proceso. Su actuación deberá limitarse a expresar una opinión fundada en defensa de un interés público o de una cuestión institucional relevante. Dicha presentación no podrá superar las veinte carillas de extensión


Artículo 3°- Si la Corte Suprema considerara pertinente la presentación, ordenará su incorporación al expediente.�Artículo 4°- El Amigo del Tribunal no reviste carácter de parte ni puede asumir ninguno de los derechos procesales que corresponden a éstas. Su actuación no devengará costas ni honorarios judiciales.�Artículo 5°- Las opiniones o sugerencias del Amigo del Tribunal tienen por objeto ilustrar a la Corte Suprema. No vinculan a ésta pero pueden ser tenidas en cuenta en el pronunciamiento del Tribunal.





Disidencia de los Señores Ministros Doctores Don Augusto C. Belluscio, Don Carlos S. Fayt y Don Adolfo R. Vázquez. Consideraron: 1°) Que la participación en el proceso de personas distintas de las partes y los terceros en los términos de los arts. 90 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se encuentra prevista de manera general por el derecho federal, por lo que debe desentrañarse si tiene esta Corte Suprema de Justicia de la Nación facultades para dictar una reglamentación que admita y regule la intervención de los denominados "amigos del tribunal", "amicus curiae", o "asistentes oficiosos"


2°) Que las tantas veces citadas "Rules" de la Suprema Corte americana constituyen un supuesto de legislación delegada por el Congreso de ese país en su Suprema Corte, tal como resulta de la "Rules Enabling Act, 28 U.S.C ap. 2071, que expresamente faculta al Tribunal a dictar reglas para regular los asuntos de competencia de la justicia federal. Esa delegación —de tal amplitud que ha llevado al aquel tribunal a dictar verdaderos códigos procesales— ha sido considerada constitucional (488 US 361). Es así como las Rules of the Supreme Court of the United States "legislan" sobre los requisitos que deben contener los escritos que se presentan ante el Tribunal (Regla 21), la suspensión del procedimiento (Regla 23), la extensión máxima de las presentaciones (Regla 33), las tasas que deben abonarse por la actuación del Tribunal (Regla 38), el curso de los intereses (Regla 42), la distribución de costas (Regla 43), crean recursos contra sus propias decisiones (Regla 44), y, entre otras, regulan sobre la oportunidad, forma y posibilidad de desistir (Regla 46). El contenido de este tipo de disposiciones es claramente ajeno a la facultad reglamentaria que corresponde a esta Corte en virtud del art. 113 de la Constitución, que sólo le autoriza a dictar "su reglamento interior"


3°) Que esa misma situación se presenta —entre otros tribunales internacionales— en los sistemas europeo y americano de protección de los derechos humanos, que cuentan con normas expresas que habilitan la intervención de los llamados "amigos del tribunal". Así en el ámbito europeo, el Protocolo 11 - cuyo art. 36 prevé la intervención de "cualquier persona distinta del demandante" en las causas que tramiten ante la Gran Sala o una Sala de el tribunal respectivo. Pero dicho protocolo ha sido suscrito por los representantes de los estados y no por los jueces que integran aquel tribunal. En cambio, el Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dictado por ese tribunal, confiere a su Presidente la facultad de invitar o autorizar a cualquier persona a que presente su opinión (art. 62.3). Sin embargo, esa regulación —al igual que la que resulta de las Reglas de la Suprema Corte de los Estados Unidos de Norteamérica— es fruto de la expresa delegación contenida en el art. 25 ap. 1° del Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobado mediante Resolución n° 448 de la Asamblea General de la OEA, celebrada en La Paz, Bolivia, en el mes de octubre de 1999, que dispone que "[L]a Corte dictará sus normas procesales" mientras que en el apartado 3° dispone que "[L]a Corte dictará también su reglamento"


4°) Que con relación a la existencia de regulaciones legales que en el orden nacional admiten la participación de algunos funcionarios estatales como amigos del tribunal en circunstancias por cierto excepcionales, debe recordarse que la aplicación extensiva de un estatuto particular "puede comportar una anarquizante perturbación de la compleja estructura que el respectivo sistema legal está en vías de constituir atendiendo a factores y circunstancias cuya consideración incumbe primordialmente a los poderes ejecutivo y legislativo" (Fallos 229:824). Tal es lo que ocurriría si de las delimitadas y concretas situaciones en que leyes 24.488 (art. 7) y 25.875 (art. 18, inc. e) admiten la participación de amigos del tribunal, se extrajera un principio general de admisión de la figura en cualquier otra circunstancia. La primera de esas normas autoriza al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internación y Culto a expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho en su carácter de "amigo del Tribunal" en casos de demanda contra un estado extranjero. La segunda contempla la atribución del Procurador Penitenciario de expresar ante los jueces a cuya disposición se encuentra un interno su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho en el mismo carácter —"amigo del tribunal"—. Tales previsiones serían claramente superfluas si se concluyera en que, frente a la ausencia de previsión legal al respecto, la intervención de los amicus curiae debiera admitirse. No obsta a esa conclusión lo dispuesto en el art. 113 de la Constitución, el cual no faculta a la Corte a dictar la legislación procesal ni la de organización los tribunales nacionales, todo lo cual son atribuciones del Congreso (art. 67, incs. 12 y 20 de la Constitución; cfr. acordada 77/90, disidencia del juez Belluscio. 


5°) Que, por último, algunas de las características de los consultores técnicos permitirán descartar cualquier asimilación posible, a ellos de los llamados "amicus curiae". Esta figura ingresa en nuestro ordenamiento procesal a raíz de la limitación a un solo perito que dispuso la ley 22.434 de reformas del CPCC de la Nación, respecto el número de expertos que cumplirían la tarea pericial en los procesos ordinarios. Así, el código contempla después de esta reforma que la prueba pericial estará a cargo de un único perito —en lugar de tres como eran antes— y que "cada parte tiene la facultad de designar un consultor técnico" (art. 458). El consultor técnico es una persona especializada en algún arte, ciencia o técnica que, a diferencia del perito, no es un auxiliar del juez o tribunal sino que es un verdadero defensor en cuestiones técnicas de la parte a quien asiste y que lo designa. Por ello, se lo ha definido como una figura análoga a la del abogado en tanto opera en el proceso a la manera de este último. Su participación se encuentra absolutamente reglada por las normas procesales y su labor es remunerada e integra la condena en costas (art. 461 del Código Procesal). Se advierte entonces que los consultores técnicos no ingresan en el proceso por voluntad propia, sino por designación de las partes; no asisten al tribunal sino a las partes, su actividad es legalmente reglada y onerosa y sus honorarios integran la condena en costas, por lo que carece de toda similitud con la figura considerada en este acuerdo�6°) Que en conclusión, cabe señalar que la admisión de esta figura corresponde al legislador. Su voluntad en tal sentido no puede extraerse de las leyes 24.488 y 25.875, dado su carácter de leyes especiales. Antes bien, el haberlo reconocido con tal limitado alcance permite entender exactamente lo contrario. La existencia de proyectos en este momento a consideración del Congreso de la Nación corroboran aquella liminar conclusión que se ha adelantado. En este aspecto, cabe hacer notar que en los proyectos con estado parlamentario se requeriría que se trate de derechos de incidencia colectiva o cuestiones de interés público no patrimonial, limitación que no aparece contenida en el reglamento aprobado por la mayoría del Tribunal. Del mismo modo, mientras en este último no se prevé el traslado a las partes, en el proyecto de ley se contempla el deber del tribunal de hacerlo (art. 3). La iniciativa legal incluye la posibilidad expresa de sancionar la conducta de los amigos del tribunal. Finalmente, cabe señalar que en uno de los dictámenes se contempla una cuestión por demás importante —cuyo tratamiento por parte del Congreso no cabe sin más descartar— como es la indicación tanto respecto de quien elaboró la opinión que se pretendería agregar, como la fuente de financiamiento con que cuenta quien pretende intervenir en un conflicto que en principio le es ajeno y cuya actuación no puede generar costas. Estos extremos son de suma importancia si se tiene en cuenta que la figura puede ser utilizada por grupos de interés con la finalidad de influir en la decisión de la Corte y, en tal caso, sería conveniente saber concretamente "quien está atrás" del que eventualmente se presente. Por ello


ACORDARON:�Declarar que esta Corte carece de atribuciones para regular la intervención procesal del Amigo del Tribunal. Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.
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